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diente sancionador contra don Alfonso Parra Colchón, con
domicilio en Corralón de los Carros, 48-2, de Cádiz, al habér-
sele decomisado, mientras los vendía en la calle Barbate, de
la misma ciudad, un total de 288 boletos de los denominados
“La Blanca”, por importe unitario de 0,50 E, para el sorteo
a celebrar ese mismo día.

Segundo. Tramitado el expediente, el Sr. Delegado del
Gobierno dictó resolución, el 29 de abril de 2005, por la
que se le imponía una sanción consistente en multa de ciento
cincuenta (150) euros, como responsable de la infracción pre-
vista en el artículo 30.4 de la Ley 2/1986, de 19 de abril,
del Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, que tipifica como infracción leve “El incumplimiento de
los requisitos o prohibiciones establecidas en esta Ley, Regla-
mento y disposiciones que la desarrollen, no señalados como
infracciones muy graves o graves”; a su vez el artículo 6.3
del mismo texto legal exige autorización administrativa previa
para ejercer conductas de comercialización, distribución o
mantenimiento de material de juego, conducta imputable a
Don Alfonso Parra Colchón al darse por probados los hechos
constatados en la denuncia que dio origen al procedimiento.

Tercero. Notificada dicha resolución al interesado inter-
pone recurso de alzada en tiempo y forma, formulando las
alegaciones que aquí se dan por reproducidas en aras del
principio de eficacia administrativa.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

La Consejera de Gobernación es competente para resolver
los recursos de alzada interpuestos contra las resoluciones
de los Delegados del Gobierno de la Junta de Andalucía, de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma.

Por Orden de 30 de junio de 2004, y de acuerdo con
lo previsto en el artículo 13 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común (en adelante,
LRJAP-PAC), esta competencia de resolución de recursos
administrativos ha sido delegada en la Secretaría General
Técnica.

I I

El recurrente alega como único motivo de impugnación
la supuesta situación de necesidad en que se encuentra, debido
a la enfermedad que padece y que le impide realizar trabajo
remunerado. Esta misma afirmación viene a corroborar la exis-
tencia de la infracción y el conocimiento que de ello tiene
el interesado. La documentación aportada en trámite de ale-
gaciones, justificante de su estado, ha sido tenida en cuenta
a la hora de la determinación de la sanción, como expre-
samente hace constar el Organo sancionador en el informe
emitido a este recurso, no pudiendo admitir su carácter de
eximente de la responsabilidad en que se incurrido con la
comisión de la infracción, sino sólo de atenuante. Por tanto,
acreditada la comisión de la infracción y, apreciadas las causas
concurrentes en la cuantificación de la multa impuesta, vistos
los preceptos legales citados y demás de general aplicación

R E S U E L V O

Desestimar el recurso interpuesto por don Alfonso Parra
Colchón contra la Resolución de fecha 29 de abril de 2005,
del Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía en
Cádiz, recaída en expediente sancionador CA-59/05-BO, con-
firmándola a todos los efectos.

Notifíquese la presente resolución al interesado con indi-
cación de los recursos que caben contra ella. El Secretario
General Técnico. Fdo. Rafael Cantueso Burguillos».

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden de
18.6.01). Fdo.: Rafael Cantueso Burguillos.

Sevilla, 25 de septiembre de 2006.- El Jefe de Servicio
de Legislación, Manuel Núñez Gómez.

ANUNCIO de 25 de septiembre de 2006, de la
Secretaría General Técnica, por el que se notifica la
resolución adoptada por el Secretario General Técnico
al recurso de alzada interpuesto por Esteban Basil Pisa
contra otra dictada por el Delegado del Gobierno de
Málaga, recaída en el expediente S-MA-000120-03.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente Esteban Basil Pisa de la resolución adoptada
por el Secretario General Técnico, al recurso administrativo
interpuesto, contra la dictada por el Delegado del Gobierno
de la Junta de Andalucía en Málaga, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En Sevilla, a 9 de junio de 2006.

Visto el recurso interpuesto y con fundamento en los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha 22 de septiembre de 2004, el Ilmo.
Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga
dictó una resolución por la que se impuso al recurrente una
sanción por un importe de 150 euros, al considerarlo res-
ponsable de una infracción a lo dispuesto en el art. 6.3 de
la Ley 2/1986, de 19 de abril, del Juego y Apuestas de la
Comunidad Autónoma de Andalucía. Dicha infracción fue tipi-
ficada como leve de acuerdo con lo previsto en el art. 30.4
de la citada Ley 2/86.

Los hechos que fundamentaron la resolución sanciona-
dora fueron que el recurrente, el día 17 de octubre 2003,
fue sorprendido en la vía pública (C/ Bailén, Málaga), por
agentes de la autoridad, dedicándose a la venta de boletos
de la organización denominada “O.I.D.” (Organización Impul-
sora del Discapacitado) (sin que dicho sorteo cuente con auto-
rización administrativa).

Segundo. Contra la citada resolución interpuso el inte-
resado un recurso de alzada alegando, resumidamente:

1. Que la sanción ha sido impuesta por un órgano mani-
fiestamente incompetente por razón de la materia y del terri-
torio, incurriendo por ello un vicio de nulidad de pleno derecho
(art. 62.1.b de la Ley 30/1992).
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2. Falta de responsabilidad.

Tercero. Al apreciarse que en el recurso de alzada inter-
puesto faltaba la firma del recurrente, se procedió a realizar
un requerimiento (con fecha 1.12.2004) con objeto de que
se subsanase tal circunstancia. No obstante, intentada varias
notificaciones a través del Servicio de Correos y Telégrafos,
éstas no han podido llevarse a cabo satisfactoriamente, cir-
cunstancia que nos lleva, con el fin de evitar cualquier inde-
fensión, a considerar el recurso interpuesto como válido.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero. A tenor de lo dispuesto en el art. 114.1 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, el art. 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma,
el art. 13 del Decreto del Presidente 11/2004, de 24 de abril,
sobre reestructuración de Consejerías, y el Decreto 199/2004,
de 11 de mayo, por el que se aprueba la Estructura Orgánica
de la Consejería de Gobernación, resulta competente para la
resolución del presente recurso de alzada la Excma. Sra. Con-
sejera de Gobernación.

De acuerdo con la Orden de la Consejería de Gobernación
de 30 de junio de 2004, dicha competencia se encuentra
delegada en el Secretario General Técnico (art. 4.3.a).

Segundo. En relación con las alegaciones del recurrente
se ha de señalar que él mismo reconoce que en el momento
en que fue denunciado estaba procediendo a la venta de bole-
tos correspondientes a un sorteo que no disponía de auto-
rización administrativa (había sido denegada), actividad, por
tanto, ilícita.

En cuanto a la supuesta incompetencia para sancionar
por parte de la Junta de Andalucía dado el ámbito del cupón
(superior al de la Comunidad Autónoma), se ha de señalar,
en primer lugar, que dicha actividad irregular es sancionable
a tenor de lo dispuesto en el art. 28 y siguientes de la
Ley 2/1986, del Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, que tipifica la falta de autorización como infrac-
ción, desde muy grave hasta leve, según las circunstancias
concurrentes y la entidad de la omisión. Y en segundo lugar,
que una cuestión es la competencia para autorizar el juego
y otra el ejercicio de la potestad sancionadora, competencia
que tiene encomendada la Junta de Andalucía, con carácter
exclusivo, en el apartado B 1.i del Anexo I del Real Decreto
1710/1984, de 18 de julio, para el control, inspección y en
su caso, sanción administrativa de las actividades del juego
dentro de su ámbito territorial (dicho Real Decreto responde
a la atribución a la Comunidad Autónoma de Andalucía de
la competencia exclusiva en materia de casinos, juegos y
apuestas -con la única exclusión de las apuestas mutuas depor-
tivo-benéficas-, atribución realizada a través del art. 13.33
de Ley Orgánica 6/1981, por la que se aprueba el Estatuto
de Autonomía para Andalucía).

En este sentido, la sentencia del Tribunal Superior de
Justicia en Andalucía, Sevilla, de 26 de noviembre de 1999
(Ar. RJCA 1999/4846), la cual señala:

“No hay incompetencia de la Comunidad Autónoma aun-
que el cupón OID tenga un ámbito superior a aquélla, pues
una cosa es la competencia para autorizar el juego y otra
el ejercicio de la potestad sancionadora que tiene encomen-
dada la Junta de Andalucía con carácter exclusivo en el apar-
tado B.1.i) del Anexo 1 del R.D. 1710/1984, de 18 de julio,
para el control, inspección y en su caso, sanción administrativa
de las actividades de juego dentro de su ámbito territorial.

(...) Y siendo así que la actora realizaba una actividad
de juego sin autorización, obligado es extraer la consecuencia
de que tal actividad está expresamente prohibida por la Ley.

Pero además de prohibida es sancionable, pues así se des-
prende de los artículos 28 y siguientes de la Ley, que tipifica
la falta de autorización como infracción, desde muy grave hasta
leve, según las circunstancias concurrentes y la entidad de
la omisión”.

En el mismo sentido la sentencia del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía, Sevilla, de 29 de octubre de 2004
(recurso de apelación 265/03), la cual indica:

“(...) Es decir la actora pretende apoyarse en que realiza
un sorteo de ámbito nacional cuando justamente lo que se
acredita es que carece de autorización para celebrar un sorteo
de esas características, y ante la falta de cobertura de la actua-
ción que pretende ejercitar la demandante, en este caso, en
el término municipal (...), se realiza un actividad ilegal que
afecta a las competencias en materia de juego que ostenta
la Comunidad Autónoma de Andalucía, lo que la hace com-
petente para sancionar con arreglo al marco normativo esta-
blecido en la Ley 2/86, del Juego y Apuestas en dicha Comu-
nidad. Frente a lo manifestado por la actora no estamos ante
una sanción impuesta por la realización de un ilícito en todo
el territorio nacional sino la comprobación de un hecho cons-
titutivo de infracción dentro del territorio de la Comunidad de
Andalucía, siendo los órganos administrativos de ésta los com-
petentes para sancionar los hechos constitutivos de infracción
dentro de su territorio”.

Y la más reciente del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía, sede de Sevilla, de 18 de octubre de 2005, Sección
Primera (recurso núm. 30/2003).

Por último, la sentencia del Tribunal Supremo de 22 de
junio de 2004 (Ar. RJ 2004/4815), la cual, aunque para
otra Comunidad Autónoma, resulta válida por su similitud con
nuestro supuesto:

“Sin más datos que los que la propia entidad recurrente
proporcionada en la demanda es ya evidente que su pretensión
debe ser desestimada. En efecto, la actora reconoce paladi-
namente que en el momento en que fue sancionada estaba
desarrollando un sorteo sin autorización administrativa, puesto
que le había sido denegada la autorización solicitada al Minis-
terio de Economía y Hacienda, cuya competencia la actora
sostiene en este recurso, al igual que lo fue la que el solicitó
al gobierno canario. Por consiguiente, sin necesidad de dilu-
cidar a qué Administración, si a la del Estado o a la autonómica,
corresponde la competencia para autorizar dicho juego o
apuesta, es claro que la Organización Impulsora de Disca-
pacitados puso en marcha el Boleto en cuestión en territorio
canario pese a carecer de la preceptiva autorización admi-
nistrativa y estaba desarrollando, por tanto una actividad ilegal.
Así las cosas, frente a un sorteo que se desarrolla sin auto-
rización administrativa, es indiscutible la competencia de la
Administración autonómica para perseguir y sancionar seme-
jante actividad ilegal en virtud de la competencia sobre la
materia en su territorio a la que se ha hecho referencia, como
destacó la Administración en su contestación a la demanda.
Esto es, para que efectivamente pudiera la entidad actora adu-
cir la incompetencia de la Administración autonómica debería
contar previamente con la correspondiente autorización del
Ministerio de Economía y Hacienda para celebrar el referido
sorteo. No puede, en cambio, pretender la actora que una
solicitud ante el citado Ministerio, denegada por éste, pudiera
determinar la incapacidad de la Administración autonómica
para perseguir en su territorio el desarrollo de una actividad
ilegal en materia de su competencia por la sola circunstancia
de que ella entienda que se trata de un sorteo de ámbito
nacional y la referida denegación de la autorización por la
Administración del Estado estuviese impugnada ante la juris-
dicción Contencioso-Administrativa en el momento de desarro-
llarse los hechos”.
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Tercero. En cuando a la falta de responsabilidad del
recurrente se ha de señalar que lejos de demostrar su falta
de conocimiento acerca de la irregularidad de la actividad san-
cionada, de la propia argumentación del recurso se viene a
apreciar, precisamente, lo contrario. En este sentido y para
una alegación similar, la sentencia del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid de 29 de junio de 1999 (Ar. RJCA
1999/3721), la cual señala:

“También se aduce que el recurrente era un trabajador
contratado con un contrato laboral y dado de alta en la Segu-
ridad Social que percibía un salario fijo más comisiones del
25% en lo que excediese de un determinado número de boletos
vendidos, el cual desconocía que la OID carecía de autorización
administrativa para llevar a cabo un sorteo.

(...)
En cuanto a la alegación de falta de conocimiento del

recurrente de que el juego no estaba autorizado no existe el
menor dato probatorio por lo que carece de eficacia excul-
patoria”.

En segundo lugar, y como confirmación de que la sanción
al vendedor resulta procedente, se señala igualmente la ante-
riormente indicada sentencia del Tribunal Superior de Justicia
en Andalucía, Sevilla, de 26 de noviembre de 1999 (Ar. RJCA
1999/4846).

Todo ello con independencia de la responsabilidad en
que pudiera haber incurrido la propia OID.

Vistos los preceptos citados, concordantes y demás de
general y especial aplicación

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don Este-
ban Basil Pisa, confirmando la resolución del Ilmo. Sr. Dele-
gado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga, de
fecha 22 de septiembre de 2004, recaída en el expediente
sancionador núm. MA-120/03-BO (S.L. 16.334)
(2004/55/1146).

Notifíquese con indicación de los recursos que procedan.
El Secretario General Técnico. Fdo.: Rafael Cantueso Bur-
guillos».

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa.

Sevilla, 25 de septiembre de 2006.- El Jefe de Servicio
de Legislación, Manuel Núñez Gómez.

ANUNCIO de 25 de septiembre de 2006, de la
Secretaría General Técnica, por el que se notifica la
resolución adoptada por el Secretario General Técnico
al recurso de alzada interpuesto por don Juan Matos-
sian Osorio, en nombre y representación de Productos
Coleccionistas, S.A., contra otra dictada por el Dele-
gado del Gobierno de la Junta de Andalucía de Almería,
recaída en el expediente 04-000204-05-P.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
a don Juan Matossian Osorio, en nombre y representación

de Productos Coleccionistas, S.A., de la Resolución adoptada
por el Secretario General Técnico, al recurso administrativo
interpuesto contra la dictada por el Delegado del Gobierno
de la Junta de Andalucía en Almería, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 12 de julio de 2006.

Visto el recurso de alzada interpuesto y en base a los
siguientes:

A N T E C E D E N T E S

Primero. El día 14.10.2005 el Delegado del Gobierno
de la Junta de Andalucía en Almería dictó la Resolución de
referencia, por la que se impone a Productos Coleccionis-
tas, S.A., una sanción de 2.000 E de conformidad con los
antecedentes de hecho y fundamentos de derecho contenidos
en la misma, a la que nos remitimos íntegramente.

Segundo. Contra la anterior Resolución el interesado inter-
puso recurso de alzada, alegando lo que a su derecho convino.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero realizada por la Orden de 30
de junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso,
a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC),
y 39.8 de la Ley del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, en relación con el Decreto del
Presidente 11/2004, de 24 de abril, sobre reestructuración
de Consejerías, y el Decreto 199/2004, de 11 de mayo, por
el que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería de
Gobernación.

Segundo. El artículo 115.1 de la LRJAP-PAC da como
plazo para la interposición de recurso de alzada contra las
resoluciones administrativas el de un mes a partir, según su
artículo 48.2, del día siguiente al de su notificación. A la
vista de la fecha de la notificación de la resolución
(21.10.2005) y de la de interposición del recurso de alzada
(23.11.05), éste fue interpuesto fuera del plazo legalmente
establecido, por lo que deviene firme la resolución recurrida.

Vistos los preceptos citados y normas de general y especial
aplicación,

R E S U E L V O

Inadmitir por extemporáneo el recurso de alzada inter-
puesto por don Juan Matossian Osorio, en representación de
Productos Coleccionistas, S.A., contra la Resolución del Dele-
gado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Almería recaída
en el expediente núm. 04-000204-05-P, y en consecuencia
mantener la misma en sus propios términos.

Notifíquese a la interesada con indicación de los recursos
que procedan. El Secretario General Técnico (Por Decreto
199/2004), El Dtor. Gral. de Espectáculos Públicos y Juego.
Fdo.: José Antonio Soriano Cabrera.»


